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25 AÑos DE JURISPRUDENCIA DEL 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
Emilia Casas Baamonde 
El 26 de enero de 1981 el Tribunal Constitucional dictaba su 
primera sentencia l , una sentencia de su Sala Segunda sobre un re-
curso de amparo cuyo objeto era la "plenitud jurisdiccional" o 
"efectividad jurisdiccional". En ella el Tribunal proclamaba que 
el derecho a la jurisdicción exige que el juez civil conozca con 
plenitud jurisdiccional de la cuestión de los efectos civiles que 
respecto a las relaciones paternofiliales produce la separación 
matrimonial decretada canónicamente; o dicho con otras pala-
bras, que la ejecución de la sentencia canónica, sin ejercicio de la 
propia potestad jurisdiccional civil, entraña una vulneración del 
arto 24.1 de la Constitución. Y añadía de inmediato su primera 
consideración sobre el recurso de amparo constitucional con re-
ferencia expresa a su doble dimensión, subjetiva y objetiva. En 
estos términos: "La finalidad esencial del recurso de amparo es la 
protección, en sede constitucional, de los derechos y libertades 
reconocidos en los arts. 14 a 29 y 30.2 de la Constitución Espa-
ñola, cuando las vías ordinarias de protección han resultado insa-
tisfactorias. Junto a este designio, proclamado en el arto 53.2, 
aparece también el de la defensa objetiva de la Constitución, sir-
viendo de este modo la acción de amparo a un fin que transcien-
de de lo singular" (FJ.2). 
1. El primer Auto dictado por el Tribunal tuvo fecha de 11 de agosto de 
1980. En ese primer año de actividad jurisdiccional, el Tribunal dictó 116 au-
tos. 
Persona y Derecho, 54* (2006) 23-39 
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Conmemoramos en 2006 los veinticinco años de jurispruden-
cia constitucional desde la primera Sentencia del Tribunal, como 
conmemoramos el pasado año, concretamente el 12 de julio, el 
XXV aniversario de su constitución solemne. Estas efemérides 
-junto a los veinticinco años de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional de 1979- constituyen, sin duda, una extraordina-
ria oportunidad para hacer balance de la significación de esta ju-
risprudencia, y en definitiva, para analizar el papel del Tribunal 
Constitucional durante este ya largo cuarto de siglo de actividad, 
y para subrayar la relevancia de la jurisdicción constitucional en 
los modernos Estados de Derecho. 
Comenzaré volviendo a las palabras contenidas en la primera 
Sentencia antes citada, pues reflejan a la perfección la claridad 
y firmeza con las que desde sus inicios el Tribunal Constitucional 
asumió su misión de defensa del principio de constitucionalidad, 
esto es, de adecuación del ordenamiento jurídico en su totalidad 
y de la actuación de todos los poderes públicos a la Constitu-
ción: 
"Para ello, el Tribunal Constitucional actúa como intérprete 
supremo (art. 1 de la LOTC), de manera que su interpretación de 
los preceptos constitucionales, es decir, la definición de la norma, 
se impone a todos los poderes públicos. Corresponde, por ello, al 
Tribunal Constitucional, en el ámbito general de sus atribuciones, 
el afirmar el principio de constitucionalidad, entendido como vin-
culación a la Constitución de todos los poderes públicos. En este 
punto, es suficiente, en lo que ahora importa, el recordar lo que 
dicen los arts. 9.1 Y 53.1 de la Constitución Española". 
De estas mismas palabras puede deducirse, además, la dimen-
sión jurisdiccional de la actividad del Tribunal a la que textual-
mente se refiere el arto 161.1 de la Constitución. En efecto, el Tri-
bunal Constitucional es un órgano estrictamente jurídico que 
ejerce jurisdicción. Su doble misión de defensa e interpretación 
de la Constitución sólo es posible a partir de la consideración de 
los Tribunales Constitucionales como órganos jurisdiccionales, 
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consideración que se ve reforzada por la existencia de un proce-
dimiento específico de defensa de los derechos fundamentales de 
los particulares ante dicho Tribunal -el ya citado recurso de am-
paro- que refuerza los mecanismos jurisdiccionales ordinarios. 
Es cierto que muchos de los asuntos que se plantean ante el 
Tribunal Constitucional tienen gran relevancia política, pues a la 
postre expresan enfrentamientos sobre el entendimiento y aplica-
ción de la Constitución, pero ello es perfectamente compatible 
con el deber del Tribunal de actuar la razón jurídica según crite-
rios de constitucionalidad y no de oportunidad política, o dicho 
con otras palabras, de racionalizar y resolver a partir de la int<1r-
pretación jurídica de la Constitución las controversias q~~ ha)de 
enjuiciar. 
Es obvio que existen modos diversos de aproximación al estu-
die> de la Constitución, pero cualquier vía de comprensión o aná-
lisis resultará incompleta si no toma en consideración la interpre-
tación de la misma llevada a cabo por el Tribunal Constitucional 
en el ejercicio de su actividad jurisdiccional. La doctrina españo-
la asumió desde los primeros momentos esta realidad y ha presta-
do gran interés y atención a la jurisprudencia del Tribunal Cons-
titucional. En este contexto se enmarca el número de la revista 
Persona y Derecho que tengo el honor de introducir y por el que 
expreso mi sincera felicitación a su Director, el profesor Andrés 
Ollero. 
La jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha incidido en 
todos los ámbitos de la vida política y social española, contribu-
yendo de modo decisivo a la difusión, garantía e implantación en-
tre nosotros de los valores constitucionales. Hoy podemos decir 
que el Tribunal Constitucional es una institución imprescindible 
en nuestra arquitectura constitucional-como vaticinaba S.M. El 
Rey en 1980 en el acto de constitución del Tribunal, éste se ha 
convertido en el vértice insustituible de nuestro Estado de Dere-
cho, democrático y constitucional- dotando de estabilidad y equi-
librio a la vida jurídica, política y social de nuestro país. 
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Ello no tenía por qué haber sido necesariamente así, sobre 
todo si se tiene en cuenta que el Tribunal Constitucional es un ór-
gano nuevo, no sólo por haber sido creado por la Constitución de 
1978, sino por ser virtualmente inédito en la historia de nuestro 
constitucionalismo. Ciertamente, no había en España experiencia 
de un órgano jurisdiccional al que se le atribuyera la misión de 
garantizar el cumplimiento de la Constitución, o lo que es lo mis-
mo, de velar por su supremacía para que ni las normas elaboradas 
por el legislador, ni la actuación de los demás poderes públicos la 
contradigan. 
Sin embargo, no me parece aventurado concluir tras estos 
veinticinco años de experiencia que el Tribunal Constitucional, 
en el cumplimiento de sus atribuciones, ha sabido responder a las 
exigencias planteadas por el Constituyente y ha confirmado el 
acierto de éste al decidir la adecuación de nuestro ordenamiento 
al modelo dominante en nuestro entorno jurídico-político e ins-
taurar la jurisdicción constitucional. 
Probablemente dicha conclusión hubiera sido otra sin la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional de 1979 y si en los primeros 
años de existencia del Tribunal no hubiera estado integrado por un 
extraordinario colectivo de Magistrados fundadores que ejercieron 
con sabia responsabilidad la jurisdicción constitucional y dejaron 
trazado el camino por el que ha discurrido el Tribunal. Por ello, el 
balance de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en sus 
primeros veinticinco años de existencia debe partir de la rendición 
de un homenaje al Constituyente, que diseñó un modelo de juris-
dicción constitucional equilibrado, independiente y eficiente, de 
un reconocimiento al legislador que supo regular de manera atina-
da en la Ley Orgánica de 1979 la organización y funcionamiento 
del Tribunal, y de un profundo agradecimiento a los Magistrados 
que,-con palabras del Presidente Tomás y Valiente, contribuyeron 
a "instituir la institución" . 
No sería razonable pretender resumir en estas breves líneas la 
ingente tarea desempeñada por el Tribunal Constitucional a tra-
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vés de su jurisprudencia, que se refleja meridianamente en el ele-
vado número de resoluciones adoptadas . En sus veinticinco lar-
gos años de existencia el Tribunal Constitucional ha recibido 
102.628 demandas de todo tipo; ha dictado 86.760 resoluciones 
definitivas, de las cuales 5.603 fueron en forma de sentencia, 
10.552 en forma de auto y 70.605 en forma de providencia de in-
admisión o de terminación, lo que, sin la menor duda, supone un 
acervo jurisprudencial de incomparable valor. 
En el Acto conmemorativo del XXV aniversario de su consti-
tución tuve oportunidad de subrayar el papel fundamental desem-
peñado por el Tribunal Constitucional, en primer lugar, en el 
arraigo de los valores constitucionales en el seno de las institucio-
nes y de la sociedad, garantizando la adecuación del ordenamien-
to jurídico a las exigencias constitucionales y reafirmando de ese 
modo la eficacia normativa superior e incondicionada de la Cons-
titución, impidiendo que se redefiniera a través de normas subor-
dinadas -tentación presente en ocasiones en ellegislador-; en se-
gundo lugar, en la construcción de un marco normativo coherente 
en materia autonómica, interpretando armónicamente el Título 
VIII de la Constitución y los Estatutos de Autonomía; y por últi-
mo, en la configuración de los derechos fundamentales de acuer-
do con la definición de España como Estado Social y Democráti-
co de Derecho, recogida en el arto 1.1 de la Constitución. 
En este marco puede estar justificado exponer las líneas maes-
tras de dicha jurisprudencia constitucional en dos de las áreas en 
las que, entre otras, su contribución ha sido más relevante: los de-
rechos fundamentales y libertades públicas y la construcción del 
Estado autonómico. Todo ello sin olvidar que la tarea de adecua-
ción a la Constitución del conjunto del ordenamiento jurídico, y 
muy especialmente de las normas legales, llevada a cabo por el 
Tribunal a través de los procesos de control de la constitucionali-
dad de la ley, se ha realizado a partir del principio de conserva-
ción de ésta, siempre que esa conservación sea posible a través de 
su interpretación conforme a la Constitución, y dentro del respe-
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to al legislador democrático y a su libertad de configuración en 
los márgenes establecidos por la Constitución. 
En una de sus primeras sentencias2 , el Tribunal sostuvo que "la 
Constitución es un marco de coincidencias suficientemente am-
plio como para que dentro de él quepan opciones políticas de 
muy diferente signo", planteamiento recogido en la Sentencia 
194/1989 que, entre otras, resume la doctrina del Tribunal en esta 
materia: "La Constitución, como marco normativo, suele dejar al 
legislador márgenes más o menos amplios dentro de los cuales 
aquél puede convertir en ley sus preferencias ideológicas, sus op-
ciones políticas y sus juicios de oportunidad ( ... ) El legislador no 
es un mero ejecutor de la Constitución, sino que actúa con liber-
tad dentro de los márgenes que ésta le ofrece, y siendo la ley ex-
presión de la voluntad popular, este Tribunal debe ejercer sus 
competencias, como hemos dicho en varias ocasiones, de forma 
tal que no imponga constricciones indebidas al poder legislativo 
y respete sus opciones políticas". 
En el ámbito territorial, la contribución del Tribunal Constitu-
cional ha sido decisiva, no siendo posible comprender el actual 
Estado autonómico sin tener presente la jurisprudencia constitu-
cional en dicho ámbito. Debido a los caracteres de la propia regu-
lación constitucional contenida en el Título VIII que no completó 
la constitucionalización de la forma territorial del Estado, el Tri-
bunal Constitucional se ha visto obligado a desempeñar un papel 
relevante -superior para algunos al que han asumido otros Tribu-
nales Constitucionales en ordenamientos también basados en la 
descentralización política territorial- mediante la definición de 
los respectivos ámbitos competenciales del Estado y de las Co-
munidades Autónomas, de las materias sobre las que esas compe-
2. STC 11/1981, de 8 de abril, sobre el recurso de in constitucionalidad pro-
movido contra diversos preceptos del Real Decreto-Ley 17/77, de 4 de marzo 
de dicho año, regulador del derecho de huelga y de los conflictos colectivos de 
trabajo. 
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tencias se ejercen, así como, entre otros extremos de la configu-
ración de la noción material de la legislación 'básica' estatal. 
Transcurridos veinticinco años desde aquella primera Sentencia 
de enero de 1981, Y con la perspectiva que ofrece este cuarto de 
siglo, debe sostenerse que con buen criterio el Tribunal Constitu-
cional ha procurado la racionalización de la estructura y del fun-
cionamiento del Estado, actuando como poder constituyente 
constituido, que a través de sus sentencias ha producido la crea-
ción de una constitución territorial perfectamente reconocible y 
reconocida. 
Una segunda explicación del protagonismo asumido por el Tri-
bunal en materia autonómica radica en el alto número de conflic-
tos de competencia territoriales promovidos, demanda de justicia 
constitucional que, planteada por el Estado frente a las Comuni-
dades Autónomas, por éstas frente aquél, o entre ellas mismas en 
escaso número de ocasiones (dejo al margen el número creciente 
de cuestiones de constitucionalidad promovidas por órganos judi-
ciales sobre la constitucionalidad de leyes estatales o autonómi-
cas precisamente por posibles vulneraciones del sistema de distri-
bución competencial, así como los conflictos en defensa de la 
autonomía local), demuestra un alto grado de litigiosidad en este 
camp03, está influida significativamente por la coyuntura política 
(presencia o no de partidos nacionalistas en los gobiernos autonó-
micos, existencia o no de mayorías absolutas de apoyo al gobier-
no nacional, etc.), y refleja la alta legitimidad de la que goza el 
Tribunal Constitucional ante las instituciones estatales y autonó-
3. Hasta el 31 de diciembre de 2005 el Tribunal Constitucional había conoc 
cido 688 conflictos positivos y 14 conflictos negativos de competencia entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas, 8 conflictos entre Comunidades Autó-
nomas y 9 impugnaciones del Gobierno de disposiciones y resoluciones adop-
tadas por las Comunidades Autónomas. Además, un número destacado de los 
772 recursos de inconstitucionalidad y de las 1648 cuestiones de inconstitucio-
nalidad planteadas hasta esa fecha ante el Tribunal afectaban a la distribución 
de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. 
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micas como árbitro de dichos conflictos. Ello no obsta para que 
desde el Tribunal se asuma la existencia de asuntos de más satis-
factoria solución por la vía política que a través de métodos juris-
diccionales, y se siga con especial interés las propuestas dirigidas 
a favorecer soluciones políticas preventivas de los conflictos te-
rritoriales. 
La asimetría en la distribución competencial derivada del re-
conocimiento constitucional de dos vías de acceso a la autonomía 
política que implicaban diferentes techos competenciales, mitiga-
da posteriormente por la evolución política y normativa; la difi-
cultad de integrar los elementos normativos constitutivos del 
"bloque de la constitucionalidad" (Constitución, Estatutos de Au-
tonomía y leyes del Estado destinadas a delimitar las competen-
cias del Estado y de las Comunidades Autónomas) en un "canon 
de validez" desde el que enjuiciar el respeto al diseño constitucional 
de las disposiciones y actos estatales y autonómicos; y la plurali-
dad de técnicas de reparto competencial recogidas en los artícu-
los 148 y 149 de la Constitución, conducentes a un "federalismo 
de cooperación" , constituyen otros factores explicativos de la alta 
litigiosidad existente entre el Estado y las Comunidades Autóno-
mas, y en consecuencia, del protagonismo asumido por el Tribu-
nal Constitucional, entre cuyas aportaciones más relevantes a la 
construcción del Estado autonómico deben citarse -no de mane-
ra exhaustiva-las siguientes: en primer lugar, la configuración del 
concepto "bloque de constitucionalidad"4, concepto que, respe-
4. Este concepto fue utilizado por vez primera en la Sentencia 10/1982, 
de 23 de marzo, relativa a un recurso de inconstitucionalidad promovido por 
el Presidente del Gobierno contra la Ley 6/1981 de la Generalidad de Catalu-
ña, reguladora del Consejo Asesor de Radio y Televisión Española en Cata-
luña. En ella el Tribunal proclamaba que "para interpretar debidamente la 
normativa aplicable al caso, el 'bloque de constitucionalidad' que ha de ser-
vir para enjuiciar la Ley impugnada, hay que partir del hecho de que la Cons-
titución se remite con carácter general a los Estatutos para que éstos determi-
nen las competencias autonómicas ( ... ) La norma atributiva de competencias 
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tuoso con la supremacía normativa de la Constitución, ha reco-
nocido una posición privilegiada a los Estatutos de Autonomía 
-"cuasi-constitucional", según ciertas caracterizaciones doctrina-
les-, y ha proclamado la indisponibilidad de las competencias del 
Estado y de las asumidas estatutariamente por las Comunidades 
Autónomas. 
En segundo lugar, una delimitación conceptual rigurosa de la 
noción de "bases" ("legislación básica" o "normas básicas"), que 
ha evolucionado desde una definición de tipo material a otra que 
exige también la calificación formal de "normas básicas", y que 
es utilizada por la Constitución en su arto 149.1 para establecer en 
determinadas materias una responsabilidad legislativa comparti-
da entre los legisladores estatal y autonómicos, reservando al pri-
mero la promulgación de la legislación básica y a los segundos la 
legislación de desarrollo y la ejecución. 
Asimismo, es imprescindible hacer una breve referencia a la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el mantenimiento o le-
vantamiento de la suspensión de las disposiciones y resoluciones 
autonómicas impugnadas por el Estado a la luz de lo establecido 
en el arto 161.2 de la Constitución, sobre la competencia estatal 
para regular las condiciones básicas garantizadoras de la igualdad 
de los españoles en el ejercicio de sus derechos y en el cumpli-
miento de sus deberes constitucionales (art. 149.1.1 a CE) sobre el 
juego de las cláusulas residuales del arto 149.3 C.E., o sobre la in-
cidencia interpretativa del Derecho comunitario. 
La enumeración exhaustiva de las aportaciones del Tribunal 
Constitucional a la que se ha denominado "construcción jurispru-
a la Comunidad Autónoma es, pues , en principio, la norma estatutaria. Ahora 
bien, en ocasiones, junto a esta modalidad definidora de ámbitos competen-
ciales , el encargo de definir competencias se condiciona en la Constitución a 
lo que disponga una Ley, y no faltan supuestos en que el propio Estatuto res-
tringe la asunción de competencias posibles, remitiéndose también a una Ley" 
(fojo 2)0 
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dencial del Estado de las Autonomías" exigiría mayor extensión 
de la que demanda esta presentación. Por eso, concluyo recordan-
do la tarea pacificadora, de equilibrio y ponderación de los inte-
reses territoriales en juego llevada a cabo por el Tribunal, en de-
finitiva, su decisivo papel en el proceso de constitucionalización 
del Estado autonómico abierto hace ya más de un cuarto de siglo 
por el Título VIII de nuestra Constitución. 
Con respecto a los derechos fundamentales, he tenido oportu-
nidad de señalar en más de una ocasión que la jurisprudencia del 
Tribunal (sentada no sólo en el ejercicio de su jurisdicción de am-
paro, sino también de control de ley, en muchas ocasiones a par-
tir de las cuestiones de inconstitucionalidad elevadas por órganos 
judiciales) refleja nítidamente el inequívoco compromiso que 
éste ha asumido en defensa de los mismos, cuya garantía ocupa 
una posición primordial en el sistema europeo de justicia consti-
tucional. Tan es así que para la inmensa mayoría de los ciudada-
nos españoles no resulta posible hablar de derechos fundamenta-
les sin hacer mención al Tribunal Constitucional, hecho que, sin 
lugar a dudas, está en la base tanto de la positiva valoración que 
los ciudadanos tienen de esta institución, como, por ende, del in-
cremento continuado de la demanda de justicia constitucional re-
cibida por este Tribunal, que se manifiesta en los 9.476 recursos 
de amparo registrados en 2005 o en los casi 6.800 recibidos en el 
primer semestre de este año. 
Recordar las aportaciones básicas de la jurisprudencia consti-
tucional en materia de derechos fundamentales es quizá una ta-
rea innecesaria, en la medida en que dichas cuestiones, tras más 
de veinticinco años de actividad del Tribunal, forman parte del 
acervo compartido por la doctrina, los jueces y el resto de la co-
munidad jurídica. Si antes afirmaba que no es posible la aproxi-
mación al estudio de la Constitución sin tomar en consideración 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, dicha afirmación 
cobra aún más sentido en relación con los derechos fundamenta-
les: no es posible entender cabalmente el Título I de la Constitu-
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ción sin conocer la jurisprudencia constitucional que lo interpre-
ta y aplica. 
Ello, sin embargo, no debe hacernos olvidar el carácter inno-
vador de las primeras afirmaciones del Tribunal Constitucional 
en materia de derechos fundamentales. Tal ocurre, en una enume-
ración necesariamente incompleta, con la proclamación de la efi-
cacia inmediata de las normas sobre derechos fundamentales, sin 
que fuera obligado para su efectividad el desarrollo legislativoS; a 
propósito de la interpretación más favorable al ejercicio de los 
derechos, doctrina matizada en la jurisprudencia constitucional 
posterior, salvo en el caso de los derechos de participación políti-
ca del arto 23.1 de la Constitución; de su doble carácter subjetivo 
-derechos individuales frente al Estado- y objetivo -componen-
tes estructurales básicos y fundamento del orden jurídico-6; o de 
5. La Sentencia que inicialmente proclamó este principio fue la 15/1982, 
de 24 de abril, que suspendió la incorporación a filas de un objetor de concien-
cia hasta que se estableciera legislativamente el procedimiento regulador del 
ejercicio de tal derecho. Pueden consultarse también las Sentencias 39/1983, 
de 17 de mayo, y 254/1993, de 20 de julio. Lo cual no obsta al reconocimiento 
del papel de la ley en nuestro sistema constitucional como instrumento impres-
cindible de garantía de los derechos fundamentales y del establecimiento de lí-
mites a su ejercicio. Las recientes Sentencias 183, 184, i91 y 19312006, de 19 
de junio, advierten sobre los problemas planteados por la "falta de la inexcusa-
ble ley postconstitucional" reguladora del ejercicio del derecho de huelga pre-
vista en el arto 28.2 de la Constitución (f.j. 6,6,5 y 5 respectivamente). 
6. Es obligado en este punto hacer referencia a la Sentencia 25/1981, de 14 
de julio: "Ello resulta lógicamente del doble carácter que tienen los derechos 
fundamentales. En primer lugar, los derechos fundamentales son derechos sub-
jetivos, derechos de los individuos no sólo en cuanto derechos de los ciudada-
nos en sentido estricto, sino en cuanto garantizan un status jurídico o la liber-
tad en un ámbito de la existencia. Pero al propio tiempo, son elementos 
esenciales de un ordenamiento objetivo de la comunidad nacional, en cuanto 
ésta se configura como marco de una convivencia humana justa y pacífica, 
plasmada históricamente en el Estado de Derecho y, más tarde, en el Estado so-
cial de Derecho o el Estado social y democrático de Derecho, según la fórmula 
de nuestra Constitución (art. 1.1). Esta doble naturaleza de los derechos funda-
mentales, desarrollada por la doctrina, se recoge en el arto 10.1 de la Constitu-
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la existencia por parte del Estado no sólo de obligaciones negati-
vas de no lesionar la esfera individual protegida por los derechos, 
sino también de obligaciones positivas de contribuir a la efectivi-
dad de tales derechos y de los valores que representan 7 • 
Asimismo debe destacarse la apertura llevada a cabo por la ju-
risprudencia del Tribunal en materia de derechos fundamentales 
a las exigencias de los textos internacionales y de la propia juris-
prudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, utilizan-
do sabiamente la vía que el arto 10.2 de nuestra Constitución abre 
al proclamar que "las normas relativas a los derechos fundamen-
tales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpreta-
rán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mis-
mas materias ratificados por España". La doctrina del Tribunal 
Constitucional en este punto quedó recogida en su Sentencia 
36/1991, de 14 de febrero, señalando, por un lado, que el citado 
arto 10.2 "se limita a establecer una conexión entre nuestro propio 
sistema de derechos fundamentales y libertades, de un lado, y los 
Convenios y Tratados Internacionales sobre las mismas materias 
en los que sea parte España, de otro", y por otro, que "no da ran-
ción, a tenor del cual 'la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le 
son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la Ley y a los 
derechos de los demás son fundamentos del orden político y de la paz social' . 
Se encuentran afirmaciones parecidas en el derecho comparado, y, en el plano 
internacional, la misma idea se expresa en la Declaración universal de derechos 
humanos (preámbulo, párrafo primero) y en el Convenio europeo para la pro-
tección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales del Conse-
jo de Europa (preámbulo, párrafo cuarto)" (f.j. 5). 
7. La Sentencia de cita obligada en esta materia es la 53/1985, de 11 de 
abril: "Por consiguiente, de la obligación del sometimiento de todos los pode-
res a la Constitución no solamente se deduce la obligación negativa del Estado 
de no lesionar la esfera individual o institucional protegida por los derechos 
fundamentales, sino también la obligación positiva de contribuir a la efectivi-
dad de tales derechos y de los valores que representan, aun cuando no exista 
una pretensión subjetiva por parte del ciudadano" (f.j. 4). 
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go constitucional a los derechos y libertades internacionalmente 
proclamados en cuanto no estén también consagrados por nuestra 
propia Constitución, pero obliga a interpretar los correspondien-
tes preceptos de ésta de acuerdo con el contenido de dichos Tra-
tados o Convenios". En este punto es obligado destacar la in-
fluencia de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos en la de nuestro Tribunal Constitucional, fundamental-
mente en los conflictos entre la libertad de información y el dere-
cho al honor, la noción de dilaciones indebidas, el derecho de de-
fensa y asistencia letrada, el derecho a un proceso público, al juez 
ordinario predeterminado en la ley, a un juez imparcial, o el se-
creto de las comunicaciones telefónicas. 
No es posible, sin embargo, concluir este breve recorrido por 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en materia de dere-
chos fundamentales sin subrayar que a través del recurso de am-
paro el Tribunal ha constitucionalizado, además de la vida públi-
ca, la vida privada, extendiendo la defensa y protección de los 
derechos fundamentales a las relaciones entre particulares (fun-
damentalmente en los conflictos entre las libertades de expresión 
e información y los derechos al honor, a la intimidad ya la propia 
imagen, o en el ámbito de las relaciones laborales), si bien, como 
es sabido, la vulneración del derecho fundamental se atribuye no 
al poder privado que ocasiona la lesión, sino al órgano judicial 
que no la repara, y cuya sentencia o decisión definitiva se consi-
dera el objeto del recurso de amparo. 
Muchas son las razones para sentirnos satisfechos de la tarea 
realizada por el Tribunal Constitucional en este largo cuarto de si-
glo. Sin embargo, debo también señalar algunas disfuncionalida-
des observadas en este periodo. En efecto, la estadística de nues-
tra actividad jurisdiccional revela una creciente desproporción 
entre lo que al Tribunal se pide y lo que el Tribunal puede dar con 
sus procedimientos actuales. El número de recursos registrados 
en 1981 (386) se ha multiplicado por veinte para alcanzar la cifra 
de 7.951 en 2004, de 9.708 en 2005 (de los cuales 9.476 corres-
36 EMILIA CASAS BAAMONDE 
pondieron a recursos de amparo, un 97,61 % del total), y, sólo en 
el primer semestre de 2006, de 6.953 (un 41,12% más que en el 
primer semestre de 2005), de los cuales 6.761 han sido recursos 
de amparo (un 41,47% más que en el mismo periodo del año an-
terior). 
Respecto de éstos, la tasa o porcentaje de inadmisión es muy 
elevada (superior todos los años al 95%), siendo su causa más 
frecuente la falta de contenido constitucional de la demanda (en 
torno al 70% de los casos inadmitidos). Ya en fase de Sentencia, 
por 10 que respecta a los porcentajes de estimación, las cifras de 
2005, como las de ejercicios anuales anteriores, son expresivas de 
una estimación elevada de las demandas de amparo admitidas. En 
2005 el porcentaje de estimación se situó en el 71,33% de los re-
cursos de amparo admitidos, que fueron en torno a14% del total 
de los ingresados. En definitiva, si a la desestimación se suma 
previamente la inadmisión, se ha de concluir -con toda la cautela 
que precisa el manejo de datos de ejercicios anuales diferentes-
que el Tribunal estima anualmente en torno al 3% de los recursos 
de amparo que recibe, 10 que confirma la eficacia de la tutela de 
los derechos fundamentales y libertades públicas prestada por la 
jurisdicción ordinaria y, consiguientemente, la indebida llegada a 
la jurisdicción constitucional de un elevado número de asuntos 
(el 97%, por tanto). 
Un dato significativo que debe ser asimismo destacado es el 
que se refiere al extraordinario incremento en los últimos meses 
de los recursos de amparo presentados en materia de extranjería 
con origen básicamente en procesos contencioso-administrativos, 
e invocación de los derechos de los arts. 17 (libertad personal), 
24.1 y 2 (tutela judicial efectiva y proceso debido) y de libre entra-
da y residencia en España que el arto 19 de la Constitución recono-
ce, en principio, únicamente a los españoles, como ha afirmado la 
STC 72/2005, de 4 de abril. En 2005, de los 9.476 recursos de am-
paro presentados, 2.155 (un 22,7% del total) se adscribieron a esta 
atribución material. Y en el primer semestre de 2006 de los 6.761 
25 AÑos DE JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 37 
recursos de amparo ingresados, 2.600 (el 38,45% del total) lo han 
sido en esta misma materia, a la que se refiere, por tanto, casi uno 
de cada dos recursos de amparo formalizados. Debe llamarse la 
atención sobre el incremento del 225,81 % experimentado por el 
número de recursos de amparo en materia de extranjería ingresa-
dos en el primer semestre de 2006 con relación al primer semestre 
de 2005 (2.600 frente a 798). 
El crecimiento exponencial de las demandas de amparo -su 
número se acercó a 10.000 en el año 2005, al tiempo que la extra-
polación de los datos de los seis primeros meses de este año 2006 
presagia la superación de 12.000 a su cierre- obliga al Tribunal a 
dedicar buena parte de sus energías al análisis de admisibilidad 
de unas demandas que en la gran mayoría de los casos -la admi-
sión de los recursos de amparo no supera el 5%- no resultan ad-
misibles por carecer de contenido constitucional o, con menor 
frecuencia, por no haber sido debidamente planteadas en las ins-
tancias judiciales previas o ante el propio Tribunal Constitucio-
nal. Este trabajo "en negativo" perjudica el trabajo "en positivo" 
del Tribunal, generando preocupantes retrasos no sólo en su juris-
dicción de amparo de los derechos fundamentales, sino en la de 
control de la constitucionalidad de la ley y en la de composición 
de la conflictividad territorial entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas y, en su caso, las entidades locales. 
De todo lo anterior resulta que el diseño legal de unos criterios 
materiales y de un procedimiento eficaz de admisión de las de-
mandas de amparo redundará en el mejor ejercicio de las altas 
funciones que la Constitución encomienda al Tribunal Constitu-
cional. En efecto, una adecuada concepción del recurso de ampa-
ro y una administración ágil en el momento de su entrada permi-
tirán siempre una respuesta rápida en dicho umbral y, a la vez, 
liberarán los recursos personales y temporales necesarios para la 
respuesta especialmente sosegada e intensa que requieran los 
asuntos que lo traspasen. Debe subrayarse en este extremo que, 
como es sabido, la sentencia de amparo no sirve sólo a la satisfac-
38 EMILIA CASAS BAAMONDE 
ción del demandante que la merece, sino que multiplica sus efec-
tos positivos con la aplicación que de su doctrina hacen los órga-
nos judiciales. 
En suma, el Tribunal Constitucional necesita de mecanismos 
procesales que le permitan reordenar sus tiempos y sus energías: 
reducir la excesiva dedicación que presta a la admisión de los re-
cursos de amparo y trasladarla a un trabajo en positivo, al enjui-
ciamiento de las demandas de amparo admitidas y de los que ini-
cian los restantes procesos constitucionales de que conoce. 
Si partimos, en primer lugar, de que la defensa de la Constitu-
ción no es tarea que competa exclusivamente al Tribunal Consti-
tucional, sino que, como éste indicó desde su pionera Sentencia 
1/1981, de 26 de enero, todos los poderes públicos y, muy en par-
ticular el Poder Judicial, están obligados a ello; y si aceptamos 
también, como sin duda hay que hacerlo, que la propia lógica del 
sistema constitucional impide admitir, por principio, que las in-
fracciones de la Constitución no se hayan depurado en las instan-
cias ordinarias de garantía, parece razonable concluir que sólo 
debe garantizarse el acceso al Tribunal Constitucional cuando se 
le demande lo que sólo él puede ofrecer (monopolio de rechazo 
de la ley) o cuando -en materias que no son competencia exclu-
siva del Tribunal y en particular las relativas a derechos funda-
mentales- se planteen quejas con relevancia constitucional o que 
revistan una mínima gravedad. En suma, el recurso de amparo 
debe ser concebido, nunca como una tercera instancia, sino como 
un remedio último o, si se prefiere, in extremis, cuya correcta uti-
lización requiere tanto haber agotado previamente todos los re-
medios judiciales, como basarse en una infracción de notoria re-
levancia (la violación de la Constitución, la lesión del derecho 
subjetivo fundamental o ambas cosas). 
Transcurridos más de veinticinco años desde la constitución 
del Tribunal Constitucional, en los que éste ha colaborado decisi-
vamente en la construcción armónica y equilibrada del Estado de 
las Autonomías, y en la configuración de los derechos fundamen-
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tales de acuerdo con las exigencias implícitas en la consideración 
de España como Estado Social y Democrático de Derecho, y 
arraigados en las instituciones, los jueces y su jurisprudencia, y 
los ciudadanos, los valores constitucionales, es seguro que ha lle-
gado el momento de comenzar una nueva etapa en la jurisdicción 
constitucional, nueva etapa que debe permitir al Tribunal Consti-
tucional centrarse en lo que positivamente sólo él puede ofrecer, 
pues sólo de ese modo podrá continuar desempeñando esa impor-
tante función que le ha erigido -recurro de nuevo a las palabras 
de S.M. El Rey- en el vértice insustituible del Estado de Dere-
cho, y que se centra en la defensa de la Constitución. 
